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Época: Décima Época  
Registro: 2020820  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.240 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA AZUCARERA. LA INDEMNIZACIÓN Y JUBILACIÓN POR 
RIESGO DE TRABAJO PREVISTAS EN EL CONTRATO LEY RESPECTIVO, PUEDEN COEXISTIR 
CON UNA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA A CARGO DEL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. 

 
El hecho de que un trabajador de la industria azucarera goce de una pensión por cesantía en edad 
avanzada a cargo del Instituto Mexicano del Seguro Social, no hace improcedente, en sí mismo, el 
pago de la indemnización prevista en el artículo 53o. del Contrato Ley de las Industrias Azucarera, 
Alcoholera y Similares de la República Mexicana, ni el otorgamiento de la jubilación por riesgo de 
trabajo, de conformidad con los diversos artículos 70o., 71o. y 71o. Bis del reglamento de jubilaciones 
inserto en el referido pacto contractual, pues esos reclamos prevén requisitos propios para su 
procedencia, además de que el artículo I del aludido artículo 71o. Bis, señala que su "objetivo es 
otorgar un beneficio por jubilación que será complementario al proporcionado por el Instituto Mexicano 
del Seguro Social, en los casos de vejez, cesantía en edad avanzada, invalidez o incapacidad 
permanente total; bajo las condiciones y requisitos que se establecen en el presente reglamento."; de 
lo que se sigue que dichas prerrogativas son complementarias y no excluyentes, pero para su 
otorgamiento debe considerarse que el pago de la indemnización y jubilación por riesgo de trabajo 
referidas tienen como presupuesto que a la trabajadora le sea reconocida una incapacidad 
permanente total. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020819  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XVII.1o.C.T.34 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE CONDOMINIO. PARA QUE PROCEDA LA VÍA EJECUTIVA CIVIL EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 422 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA ABROGADO, A LA DEMANDA DEBERÁN ANEXARSE LOS INSTRUMENTOS AHÍ 
SEÑALADOS. 

 
Del artículo citado se advierte que para que tenga lugar un juicio ejecutivo tratándose del régimen de 
condominio, se requiere que la acción se funde en un título ejecutivo que traiga aparejada ejecución; 
por su parte el artículo 973, último párrafo, del Código Civil del Estado establece que la asamblea 
determinará la forma en que se deberán obligar los condóminos a fin de que sus créditos tengan la 
naturaleza de título ejecutivo. De lo anterior deriva que para integrar el título ejecutivo son necesarios 
los siguientes instrumentos: a) estado de liquidación de adeudos, intereses moratorios y pena 
convencional que, en su caso, se estipule en el reglamento del condominio; b) recibos pendientes de 
pago, cuando menos tres de ellos; y, c) copia certificada del acta de asamblea donde se determinaron 
las cuotas a cargo de los propietarios para los fondos de mantenimiento, administración y de reserva. 
En consecuencia, para la procedencia de la vía ejecutiva civil fundada en el precepto citado en primer 
término, es necesario que a la demanda se anexen los instrumentos referidos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020818  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XVII.1o.C.T.35 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE CONDOMINIO. EL ARTÍCULO 422 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
DEL ESTADO DE CHIHUAHUA ABROGADO, ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE UN 
TÍTULO TRAIGA APAREJADA EJECUCIÓN, Y SU FRACCIÓN VIII REMITE AL DIVERSO 
ARTÍCULO 993 DEL CÓDIGO CIVIL DEL PROPIO ESTADO, EN LUGAR DEL 973, LO QUE SE 
CONSIDERA UN ERROR LEGISLATIVO. 

 
El artículo 422 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua abrogado, señala que 
para que el juicio ejecutivo tenga lugar, se necesita que la acción se funde en un título que traiga 
aparejada ejecución como lo prevé la fracción "VIII. El estado de liquidación de adeudos, intereses 
moratorios y demás en los términos y condiciones del artículo 993 del Código Civil."; sin embargo, este 
precepto no trata sobre el tema del estado de liquidación de adeudos, más bien se refiere a la figura 
del usufructo; por su parte, el diverso artículo 973, en su último párrafo, establece que la asamblea 
determinará la forma en que se deberán obligar los condóminos a fin de que sus créditos tengan la 
naturaleza de título ejecutivo; por lo que de una interpretación teleológica, sistemática y conforme de 
ambas porciones normativas –422 y 973–, se advierte que se refieren al carácter del título ejecutivo y, 
por ello, puede considerarse que se está ante un error del legislador al citar el artículo 993 en lugar del 
973, pues éste versa sobre el tópico del título ejecutivo a que se contrae el artículo 422. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020816  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.6o.A.9 K (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY DE 
AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO DEL JUEZ DE DISTRITO EN EL QUE FIJA LA 
GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 

 
El artículo 97, fracción I, inciso c), de la Ley de Amparo establece lo siguiente: "Artículo 97. El recurso 
de queja procede: I. En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones: ...c) Las que rehúsen la 
admisión de fianzas o contrafianzas, admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan 
resultar excesivas o insuficientes.". En ese sentido, dicho medio de defensa procede contra el auto del 
Juez de Distrito en el que fija la garantía para que surta efectos la suspensión provisional, cuando 
puedan ocasionarse daños o perjuicios a terceros, sin que para establecer su procedencia conforme a 
la hipótesis señalada puedan tomarse en consideración otros razonamientos contenidos en la 
resolución recurrida, relativos a los requisitos y elementos de la concesión de la medida cautelar, que 
sólo se expresan como parte de una decisión anteriormente dictada, pues esa referencia no implica el 
análisis de éstos. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 11 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020815  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.62 K (10a.)  
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN DEBE COMPUTARSE A 
PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA, Y NO A PARTIR DE QUE EL RECURRENTE SE OSTENTE 
SABEDOR DE SU EXISTENCIA. 

 
El primer párrafo del artículo 202 de la Ley de Amparo establece que el plazo de 15 días para 
interponer el recurso de inconformidad empezará a contar desde el día siguiente al en que surta 
efectos la notificación de la resolución impugnada, lo que es congruente con la regla general prevista 
en el diverso 22 de esa ley, consistente en que los términos judiciales en el juicio de amparo 
empezarán a correr desde el día siguiente al en que haya surtido efectos la notificación. Por tanto, el 
referido plazo no debe computarse a partir de que la recurrente se ostente sabedora de la resolución 
impugnada, pues dicha circunstancia no sustituye el acto de notificación que es a cargo del tribunal de 
amparo, en tanto, como se dijo, el numeral citado en primer término, sujeta el inicio del plazo a la 
realización de dos condiciones, esto es: 1) la notificación de la resolución; y, 2) el surtimiento de sus 
efectos; condiciones que no pueden darse con el simple hecho de que la recurrente se ostente 
sabedora de la resolución impugnada, pues esa situación no implica una notificación con las 
formalidades requeridas en la legislación de la materia ni, por lógica, es susceptible de producir 
efectos, incluso, dicha interpretación es acorde con el criterio sostenido por el Tribunal Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 1/2010, publicada en la página 6, 
Tomo XXXI, febrero de 2010, materia común, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, registro digital: 165165, de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA 
SU INTERPOSICIÓN DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA 
EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA RECURRIDA, Y NO A PARTIR DE QUE EL 
RECURRENTE RECIBA COPIAS DE LA MISMA." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 11 de octubre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020812  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.6o.A.8 K (10a.)  
 
PREVENCIONES EN EL JUICIO DE AMPARO. CUANDO ES IMPOSIBLE SU CUMPLIMIENTO 
PORQUE EL DOCUMENTO QUE SE REQUIERE SÓLO PUEDE EXPEDIRLO UNA AUTORIDAD 
QUE GOZA DE SU PERIODO VACACIONAL, DEBE PRORROGARSE EL PLAZO RESPECTIVO 
HASTA QUE ÉSTA REANUDE SUS LABORES. 

 
Si la prevención realizada por el Juez de Distrito no puede cumplirse en el plazo de cinco días previsto 
en el artículo 114 de la Ley de Amparo, porque el documento que se requiere sólo puede expedirlo una 
autoridad que goza de su periodo vacacional, en ese supuesto, en aras de que prevalezca el derecho 
humano de acceso a la justicia, reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que implica una tutela judicial efectiva, en específico el derecho del gobernado de 
acceder a la jurisdicción sin obstáculos o requisitos irracionales, debe prorrogarse el plazo señalado 
hasta que dicha autoridad reanude sus labores. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020808  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.6o.P.145 P (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA OPOSICIÓN DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
PARA QUE SE AUTORICE ESTA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO DEBE 
ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA. 

 
De acuerdo con el artículo 201, fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales, se 
establece como segundo requisito para la autorización del procedimiento abreviado, que la víctima u 
ofendido del delito no presente oposición fundada en torno a esa petición ministerial. Efectivamente, el 
procedimiento abreviado se constituye como un pacto entre las partes, y uno de los requisitos para su 
autorización es, precisamente, que no exista oposición de la víctima, la cual podrá comparecer a 
deducir lo relativo a la reparación del daño. Respecto a este tópico, el artículo 204 del código citado 
señala que la oposición se considera fundada cuando se acredite ante el Juez de control que no se 
encuentra debidamente garantizada la reparación del daño. En ese sentido, si la víctima y su asesor 
jurídico se opusieron a la cuantificación de la reparación del daño moral determinada en el dictamen en 
materia de psicología oficial, y de autos se advierte que el Juez de control les concedió diversas 
prórrogas para contar con un documento idóneo para probar sus pretensiones, esto es, la 
cuantificación que estimaban adecuada, resulta incuestionable que su oposición para dar trámite al 
procedimiento abreviado no se encontraba fundada. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020807  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.6o.P.144 P (10a.)  
 

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA IMPOSICIÓN DE PENAS EN CONCURSO DE DELITOS, ES 
UNA FACULTAD EXCLUSIVA DEL JUEZ DE CONTROL QUE NO ESTÁ SUPEDITADA AL 
CONVENIO QUE REALICEN LAS PARTES AL SOLICITAR ESTA FORMA DE TERMINACIÓN 
ANTICIPADA DEL PROCESO PENAL. 
 

El Juez de control en el sistema acusatorio y oral actúa durante las etapas de investigación e 
intermedia como órgano jurisdiccional garante de los derechos constitucionales, legales y humanos del 
imputado, de la víctima o del ofendido, con atribuciones de supervis ión y control de los actos 
ministeriales durante la investigación y, en la etapa intermedia, para la preparación de la etapa de 
juicio, conforme a las facultades y atribuciones previstas en la Constitución Federal y en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales. Por ende, el Juez de control, per se, tiene una naturaleza jurídica 
diversa a la del Juez de enjuiciamiento, quien dirige, decide y resuelve en el fondo la litis del proceso 
acusatorio oral, asegurando la efectiva vigencia de los principios de inmediación, publicidad, 
concentración, igualdad, contradicción y continuidad. Sin embargo, el sistema procesal acusatorio 
instaurado en México está diseñado para que el Juez de control pueda resolver situaciones procesales 
que permitan concluir el procedimiento penal, previo a la apertura de la etapa de juicio oral, mediante 
el procedimiento abreviado, en el que debe verificar que se cumplan sus requisitos sustanciales de 
procedencia, previstos en el artículo 20, apartado A, fracción VII, constitucional, en relación con el 
diverso artículo 201 del Código Nacional de Procedimientos Penales. En este sentido, el citado artículo 
constitucional prevé que una vez verificados los presupuestos sustanciales para la procedencia del 
procedimiento abreviado "...el Juez citará a audiencia de sentencia", de lo que se colige que esta 
norma constitucional faculta al Juez de control para emitir la sentencia definitiva en este procedimiento 
especial, supeditándolo a que la imposición de las penas deba ser acorde con los beneficios otorgados 
al inculpado por aceptar su responsabilidad, los cuales consisten en una "reducción de las penas que 
pudieran imponérsele", conforme lo dispone el artículo 202, párrafos tercero a quinto del código citado. 
Es así, que el Juez de control conserva su facultad de imponer penas, en términos del artículo 21, 
párrafo tercero, de la Constitución Federal, pero no la de su modificación y duración, pues estas 
facultades, tratándose del Juez de control, en el procedimiento abreviado, quedaron supeditadas a lo 
previsto en la fracción VII del apartado A del artículo 20 constitucional, en el sentido de no imponer 
pena distinta o de mayor alcance a la solicitada por el Ministerio Público y aceptada por el acusado; 
situación que se refleja en el párrafo segundo del artículo 206 del código referido. Lo que lleva a 
concluir que en el procedimiento abreviado, la solicitud de penas por el Ministerio Público debe ser 
congruente con el acuerdo pactado con el inculpado y su defensor, respecto del beneficio de reducción 
de las penas, pero dicha solicitud no puede trastocar la facultad exclusiva del Juez de control para 
imponerlas en ese parámetro reducido, pues tratándose de un concurso de delitos, la imposición de las 
penas es una facultad exclusiva de la autoridad jurisdiccional, conforme lo ha sustentado la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 5/93, de rubro: 
"CONCURSO DE DELITOS, FACULTAD EXCLUSIVA DE LAS AUTORIDADES JUDICIALES EN LA 
IMPOSICIÓN DE LAS PENAS.". Por tanto, es al Juez de control a quien corresponderá decidir y 
aplicar las penas correspondientes a dicho concurso, y no a las partes procesales al convenir el 
procedimiento abreviado. 
 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020806  
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Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Civil)  
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PENSIÓN COMPENSATORIA RESARCITORIA. NO OPERA A FAVOR DEL CÓNYUGE QUE 
REALIZÓ OTRO TIPO DE LABORES O ACTIVIDADES DURANTE EL MATRIMONIO, DISTINTAS 
AL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADO. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 
269/2014, sostuvo que la naturaleza de la obligación alimentaria que surge durante el matrimonio 
responde a presupuestos y fundamentos distintos a aquella que se da propiamente de la disolución del 
vínculo matrimonial, la cual doctrinariamente ha recibido el nombre de "pensión compensatoria", 
aunque en la legislación de nuestro país se le refiera genéricamente como pensión alimenticia; 
además, que a diferencia de la obligación de alimentos con motivo de una relación matrimonial o de un 
concubinato, la cual encuentra su fundamento en los deberes de solidaridad y asistencia mutuos de la 
pareja, la pensión compensatoria encuentra su razón de ser en un deber, tanto asistencial, como 
resarcitorio, derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los cónyuges al 
momento de disolverse el vínculo matrimonial. En corolario de lo anterior, es dable sostener que la 
pensión compensatoria se relaciona con el derecho de acceso a una vida digna, en la hipótesis en que 
el divorcio coloque a uno de los cónyuges en desventaja económica que incida en su capacidad para 
allegarse de sus alimentos (asistencial), hasta en tanto esta persona se encuentre en posibilidades de 
proporcionarse a sí misma los medios necesarios para su subsistencia. No obstante lo anterior, este 
Tribunal Colegiado de Circuito estima que los elementos de procedencia y de cuantificación de la 
pensión compensatoria asistencial, no corresponden en identidad jurídica con los elementos de la 
pensión compensatoria resarcitoria, ya que ésta procede para compensar las pérdidas económicas, 
así como el costo de oportunidad. En ese sentido, la racionalidad de la figura es resarcir los costos y 
pérdidas sufridas, en tanto la realización de estas actividades, sostenidas en el tiempo, generan el 
debilitamiento de los vínculos de esta persona con el mercado laboral (opciones de empleo perdidas, 
pocas horas de trabajo remunerado, trabajos exclusivamente en el sector no estructurado de la 
economía, sueldos más bajos, etcétera) y de preparación académico-laboral. Por ende, la 
compensación referida no opera a favor del cónyuge que realizó otro tipo de labores o actividades 
durante el matrimonio, distintas al trabajo doméstico y de cuidado, pues lo anterior llevaría al extremo 
erróneo de sostener que el fin último de la disposición es equilibrar las masas patrimoniales de los 
cónyuges, cuando la intención jurídica es resarcir e indemnizar a quien se dedicó al hogar y a la 
atención de la familia. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PENSIÓN COMPENSATORIA RESARCITORIA. ELEMENTOS QUE DEBE ATENDER EL JUEZ 
PARA QUE SU MONTO Y MODALIDAD RESPETEN EL DERECHO DE ACCESO A UNA VIDA 
DIGNA. 
 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 
269/2014, sostuvo que la naturaleza de la obligación alimentaria que surge durante el matrimonio 
responde a presupuestos y fundamentos distintos a aquella que se da propiamente de la disolución del 
vínculo matrimonial, la cual doctrinariamente ha recibido el nombre de "pensión compensatoria", 
aunque en la legislación de nuestro país se le refiera genéricamente como pensión alimenticia; 
además, que a diferencia de la obligación de alimentos con motivo de una relación matrimonial o de un 
concubinato, la cual encuentra su fundamento en los deberes de solidaridad y asistencia mutuos de la 
pareja, la pensión compensatoria encuentra su razón de ser en un deber, tanto asistencial, como 
resarcitorio, derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los cónyuges al 
momento de disolverse el vínculo matrimonial. En este orden de ideas, la propia Primera Sala en la 
contradicción de tesis 359/2014, señaló: "...para la procedencia de la pensión alimenticia debe 
comprobarse en menor o mayor grado la necesidad del cónyuge inocente para disfrutar de una vida 
digna.", asimismo "...para cumplir con la finalidad de que la fijación de los alimentos se verifique de 
manera proporcional, el juzgador deberá, determinar qué debe comprender el concepto de una vida 
digna y decorosa, según las circunstancias del caso concreto; apreciar la posibilidad de uno de los 
cónyuges para satisfacer por sí los alimentos que logren dicho nivel de vida; y determinar una pensión 
alimenticia suficiente para colaborar con dicho cónyuge en el desarrollo de las aptitudes que hagan 
posible que en lo sucesivo, él mismo pueda satisfacer el nivel de vida deseado.". Ahora bien, en 
relación con ello, en el amparo directo en revisión 4607/2013, dicho órgano colegiado reiteró el criterio 
de que el juzgador, al fijar una obligación alimentaria, está constreñido a observar los límites de 
proporcionalidad y razonabilidad para que no se constituya una obligación injusta y desproporcionada 
en perjuicio del acreedor. En corolario de lo anterior, la pensión compensatoria se relaciona con el 
derecho de acceso a una vida digna, en la hipótesis en que el divorcio coloque a uno de los cónyuges 
en desventaja económica que incida en su capacidad para allegarse de sus alimentos, hasta en tanto 
esta persona se encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí misma los medios necesarios para 
su subsistencia. Así, para que el monto y modalidad de la pensión compensatoria resarcitoria respeten 
el derecho de acceso a una vida digna se debe: I. Determinar frente a las circunstancias del caso, qué 
es lo que el cónyuge acreedor requerirá para acceder a un nivel de vida digna; II. Analizar en 
proporcionalidad las posibilidades del deudor; y, III. Analizar con proporcionalidad la racionalidad de la 
duración de la obligación alimenticia, conforme a los lineamientos de la tesis aislada 1a. 
CDXXXVIII/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN COMPENSATORIA. ELEMENTOS A LOS 
QUE DEBERÁ ATENDER EL JUEZ DE LO FAMILIAR AL MOMENTO DE DETERMINAR EL MONTO 
Y LA MODALIDAD DE ESTA OBLIGACIÓN." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PENSIÓN COMPENSATORIA RESARCITORIA. ELEMENTOS QUE DEBE ANALIZAR EL JUEZ FAMILIAR 
PARA DETERMINAR SU MONTO Y MODALIDAD. 
 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 269/2014, 
sostuvo que la naturaleza de la obligación alimentaria que surge durante el matrimonio responde a presupuestos 
y fundamentos distintos a aquella que se da propiamente de la disolución del vínculo matrimonial, la cual 

doctrinariamente ha recibido el nombre de "pensión compensatoria", aunque en la legislación de nuestro país se 
le refiera genéricamente como pensión alimenticia; además, que a diferencia de la obligación de alimentos con 
motivo de una relación matrimonial o de un concubinato, la cual encuentra su fundamento en los deberes de 

solidaridad y asistencia mutuos de la pareja, la pensión compensatoria encuentra su razón de s er en un deber, 
tanto asistencial, como resarcitorio, derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los 
cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial. Por su parte, este Tribunal Colegiado de Circuito ha 

abundado en la doble finalidad de la pensión compensatoria, en tanto que ha señalado que el objetivo 
resarcitorio implica compensar el menoscabo económico y el costo de oportunidad sufridos por el cónyuge que, 
en aras del funcionamiento del matrimonio, asumió las cargas domésticas y familiares sin recibir remuneración a 

cambio, el cual comprende dos aspectos: 1. Las pérdidas económicas derivadas de no haber podido, durante el 
matrimonio, dedicarse uno de los cónyuges a una actividad remunerada, o no haber podido desarrollarse en el 
mercado del trabajo convencional con igual tiempo, intensidad y diligencia que el otro cónyuge; y, 2. Los 

perjuicios derivados del costo de oportunidad, que se traducen en el impedimento de formación o capacitación 
profesional o técnica; disminución o impedimento de la inserción en el mercado laboral y la correlativa pérdida de 
los derechos a la seguridad social, entre otros supuestos. La racionalidad de la figura es resarcir los costos y 

pérdidas sufridas, en tanto la realización de estas actividades, sostenidas en el tiempo, generan el debilitamiento 
de los vínculos de esta persona con el mercado laboral (opciones de empleo perdidas, pocas horas de trabajo 
remunerado, trabajos exclusivamente en el sector no estructurado de la economía, sueldos más bajos, etcétera) 

y de preparación académico-laboral. En este sentido, los elementos que debe analizar el Juez familiar para 
determinar su monto y modalidad de la pensión compensatoria resarcitoria son: 1. El costo de oportunidad y 
pérdidas económicas; 2. El cúmulo de bienes y derechos patrimoniales y económicos producto del costo de 

oportunidad y pérdidas económicas; y, 3. La proporcionalidad del tiempo que dure la obligación debe reparar el 
costo de oportunidad y pérdidas económicas sufridas. Por su parte, para apreciar el costo de oportunidad y 
pérdidas económicas, es indispensable determinar el tiempo y grado de diligencia que empleó el cónyuge 

acreedor en esas actividades. Así, el juzgador deberá analizar: Primero, el tiempo de duración de la relación 
familiar en que el cónyuge acreedor asumió en mayor medida las labores del hogar y/o el cuidado de los hijos. 
Segundo, tomar en consideración qué parte del tiempo disponible del cónyuge desaventajado fue empleado para 

la realización de las tareas del hogar, en términos de la tesis aislada 1a. CCLXX/2015 (10a.), de título y subtítulo: 
"TRABAJO DEL HOGAR. PARA ESTABLECER EL MONTO DE LA COMPENSACIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 267, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EL JUEZ DEBE 

CONSIDERAR SUS DIVERSAS MODALIDADES.", y; Tercero, la dedicación al hogar y al cuidado de los hijos o 
dependientes puede traducirse en una multiplicidad de actividades no excluyentes entre sí, y que deben 
valorarse en lo individual. Entre ellas, las señaladas en la tesis aislada 1a. CCLXXI/2015 (10a.), de título y 

subtítulo: "TRABAJO DEL HOGAR. PARA ESTABLECER EL MONTO DE LA COMPENSACIÓN PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 267, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EL JUEZ DEBE 
CONSIDERAR QUÉ PARTE DEL TIEMPO DISPONIBLE DEL CÓNYUGE SOLICITANTE ES EMPLEADO PARA 

LA REALIZACIÓN DE LAS LABORES DEL HOGAR." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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NOTIFICACIÓN DEL INFORME DE INEXISTENCIA DE LA AUTORIDAD SEÑALADA COMO 
RESPONSABLE EN EL AMPARO INDIRECTO. DEBE PRACTICARSE PERSONALMENTE AL 
QUEJOSO, CON EL APERCIBIMIENTO DE QUE SI NO SE PRECISA, CORRIGE O ACLARA EL 
NOMBRE DE LA QUE NO FUE POSIBLE EMPLAZAR, SE EMITIRÁ LA DECLARATORIA DE 
INEXISTENCIA CORRESPONDIENTE. 

 
Ante la concurrencia de múltiples interpretaciones sobre una norma de carácter general, debe 
preferirse aquella que sea más extensiva y, especialmente, que tienda a maximizar, favorecer y 
posibilitar el acceso efectivo e integral a la jurisdicción constitucional, de conformidad con el principio 
pro persona, previsto en el artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Ahora bien, acorde con una interpretación gramatical, en su vertiente semántica, se 
colige que el artículo 26, fracción I, inciso k), de la Ley de Amparo, establece una facultad discrecional 
del Juez de Distrito para ordenar que se haga personalmente una notificación durante la sustanciación 
del juicio, cuando se trate de determinaciones de importancia y trascendencia para la correcta 
integración de la litis constitucional, cuyo objeto principal será no dejar en estado de indefensión a 
alguna de las partes. En consecuencia, cuando alguna autoridad informa al Juzgado de Distrito la 
inexistencia de la señalada como responsable, ese informe debe notificarse personalmente al quejoso, 
con el apercibimiento de que si no precisa, corrige o aclara el nombre de la autoridad que no fue 
posible emplazar, se emitirá la declaratoria de inexistencia correspondiente, pues de esa forma se 
permite a aquél hacer valer sus defensas; de ahí que una prevención de este tipo notificada en forma 
distinta y con motivo de la cual se ordene suspender toda comunicación con dicha autoridad, torna 
nugatorio el derecho a subsanar las irregularidades advertidas y deja al interesado en completo estado 
de indefensión, al no haber tenido la oportunidad de corregir la omisión o defecto advertido, continuar 
con la sustanciación del juicio de amparo indirecto y, en su momento, lograr el examen de 
constitucionalidad que pretende. No obsta a lo anterior que una vez admitida la demanda se haya 
apercibido al quejoso que, de no existir las autoridades responsables con la denominación mencionada 
en ésta, se tendrán por inexistentes y se suspenderá toda comunicación con ellas, pues la ley de la 
materia no prevé la posibilidad de sancionarlo de esa forma, máxime si no media un requerimiento 
previo para que subsane esa circunstancia. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MULTA POR LA OMISIÓN EN EL PAGO DE CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 77, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER QUE SU AUMENTO, POR 
ACTUALIZARSE LA AGRAVANTE CONSISTENTE EN QUE SE TRATE DE LAS RETENIDAS O 
RECAUDADAS, TOME COMO BASE PARA SU CÁLCULO EL IMPORTE DE ÉSTAS, NO VIOLA EL 
ARTÍCULO 23 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 
El artículo 76, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación establece que cuando la comisión de 
una o varias infracciones origine la omisión total o parcial en el pago de contribuciones, incluyendo las 
retenidas o recaudadas y sea descubierta por la autoridad fiscal en el ejercicio de sus facultades de 
comprobación, se aplicará una multa al infractor del 55% al 75% de las contribuciones omitidas, 
debiendo la fiscalizadora fundar y motivar su resolución. Por su parte, del precepto 75, fracción III, del 
mismo ordenamiento, se advierte una agravante de esa infracción, cuando se trate de contribuciones 
que se hayan retenido o recaudado de los contribuyentes y se hubiere omitido su entero, por lo cual, 
conforme al diverso artículo 77, fracción III, del propio código, dicha multa se aumentará de un 50% a 
un 75% del importe de esas contribuciones. En ese sentido, el hecho de que la multa y la agravante 
mencionadas tomen como base para su cálculo la cantidad correspondiente a las contribuciones 
omitidas o retenidas, o recaudadas y no enteradas, no implica que se sancione dos veces al 
contribuyente por un mismo hecho y, en consecuencia, que el último numeral citado viole el artículo 23 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que la multa y la agravante son una 
unidad, pues ciertas conductas a las que les es aplicable la multa, por sus circunstancias son más 
graves y procede sancionarlas más severamente, como sucede en el caso previamente relatado, 
aunado a que no existe disposición alguna que prohíba que tanto la multa como su aumento por la 
actualización de la agravante tengan la misma base para su cálculo. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MINISTERIO PÚBLICO. ASUME EL CARÁCTER DE AUTORIDAD DURANTE LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO, POR LO 
QUE SUS ACTOS U OMISIONES SON IMPUGNABLES POR EL IMPUTADO O SU DEFENSOR EN 
AMPARO INDIRECTO, SIEMPRE QUE AFECTEN DE MANERA DIRECTA E INMEDIATA SUS 
DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 21, párrafos primero y segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 127, 211, fracción I, inciso b), 213, 216, 321, 
324 y 335 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se obtiene que en el procedimiento penal 
acusatorio, la etapa de investigación complementaria comprende desde la formulación de la 
imputación y se agota una vez que se haya cerrado la investigación, para lo cual, antes de finalizar la 
audiencia inicial el Juez de control determinará, previa propuesta de las partes, el plazo en que el 
Ministerio Público deberá concluir el cierre de la investigación complementaria; de lo que se colige que 
la representación social reasume la dirección de la investigación y, por ende, actúa con el carácter de 
autoridad, porque cuenta con facultades para reunir indicios para el esclarecimiento de los hechos y, 
en su caso, los datos de prueba para que pueda sustentar el ejercicio de la acción penal, la acusación 
contra el imputado, la reparación del daño, solicitar el sobreseimiento parcial o total, o bien, la 
suspensión del proceso. Así, durante el desarrollo de dicha fase, el imputado o su defensor podrá 
solicitar al órgano técnico la realización de todos aquellos actos de investigación que estime 
pertinentes para el esclarecimiento de los hechos, a lo que el Ministerio Público, en uso de la potestad 
conferida y atento al principio de buena fe, decidirá si los lleva a cabo o no; cuya determinación podrá 
impugnarse en el juicio de amparo indirecto, siempre que afecte de manera directa e inmediata los 
derechos fundamentales del quejoso, en el entendido de que su procedencia estará supeditada a la 
satisfacción de los requisitos, presupuestos y cargas procesales exigidos constitucional y legalmente, 
lo que dependerá del caso concreto. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MEDICAMENTO GENÉRICO. NO PUEDE VEDARSE A LOS PARTICULARES EL ACCESO A LA 
INFORMACIÓN RELATIVA EN PODER DE AUTORIDADES SANITARIAS O REGISTRALES, AL NO 
TENER ÉSTA CARÁCTER CONFIDENCIAL QUE OTORGUE VENTAJA COMPETITIVA A QUIEN 
LO COMERCIALIZA. 

 
Este Tribunal Colegiado de Circuito ha sostenido criterios relacionados con el derecho fundamental de 
acceso a la información, como las tesis aisladas I.4o.A.42 A (10a.) y I.4o.A.40 A (10a.), de rubros: 
"ACCESO A LA INFORMACIÓN. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVAR LAS RESTRICCIONES QUE 
SE ESTABLEZCAN AL EJERCICIO DEL DERECHO RELATIVO." y "ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RELATIVO." respectivamente, en donde se ponderó que ese derecho, contenido en el artículo 6o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe ser pleno, por lo que el Estado debe 
establecer las condiciones para su debido ejercicio, sin limitaciones arbitrarias ni discriminación 
alguna, bajo la regla general de la máxima publicidad de la información y disponibilidad, en aras de 
privilegiar su acceso para el solicitante. En ese sentido, el medicamento genérico, a diferencia del de 
patente, debido a su naturaleza, no posee información comercial confidencial que otorgue una ventaja 
competitiva a determinada persona, ni puede considerarse como secreto comercial, en tanto que es el 
que se comercializa bajo la denominación del principio activo que incorpora, pues su estructura debe 
ser lo suficientemente bioequivalente a la marca original, es decir, igual en composición y forma 
farmacéutica y con muy parecida biodisponibilidad que la misma. Por tanto, el acceso a la información 
del medicamento genérico en poder de autoridades sanitarias o registrales no puede ser vedado a los 
particulares. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020795  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.4o.A.174 A (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE 
LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019. NO SE 
ACREDITA POR EL SOLO HECHO DE DEMOSTRAR LA CALIDAD DE CONTRIBUYENTE 
OBLIGADO A PAGAR MEDIANTE DECLARACIÓN. 

 
Si bien es cierto que la norma citada es autoaplicativa, en tanto que consigna una obligación negativa, 
consistente en no compensar el saldo a favor en términos de los artículos 23, primer párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación y 6o., primer y segundo párrafos, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, también lo es que la afectación a una persona por su aplicación queda sujeta a comprobar 
que tiene un saldo a favor y un adeudo fiscal que compensar. Por tanto, el hecho de que el quejoso 
demuestre ser contribuyente obligado a pagar mediante declaración y, por ende, que sea factible la 
actualización atinente a que éste obtenga saldos a favor en futuros ejercicios fiscales, no implica que 
acredite su interés jurídico para estimar procedente el juicio de amparo promovido contra el artículo 25, 
fracción VI, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2019, ya que éste se hace 
depender de la concreción de hechos futuros e inciertos, mientras que el perjuicio a que alude el 
artículo 107, fracción I, de la Ley de Amparo debe ser actual y real pues, de lo contrario, esto es, 
aceptar la reducción de los presupuestos procesales de impugnación de leyes al grado de permitir su 
controversia ante situaciones hipotéticas cuya actualización está en duda, significaría analizar la 
regularidad de las leyes en abstracto, en franca contravención al principio de instancia de parte 
agraviada. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020794  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.5o.A.15 K (10a.)  
 
INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. ASPECTOS QUE DEBEN 
ANALIZARSE ANTES DE DETERMINAR SI PROCEDE CONTINUAR CON SU TRÁMITE, CUANDO 
DURANTE ÉSTE EL JUEZ DE DISTRITO INFORMA QUE SE CUMPLIÓ LA EJECUTORIA. 

 
De las jurisprudencias P./J. 60/2014 (10a.) y P./J. 61/2014 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, se desprende que cuando se acata extemporáneamente una sentencia de 
amparo y ello lleva al pronunciamiento del órgano que concedió la protección de la Justicia Federal en 
el sentido de que aquélla está cumplida, ese hecho no implica que el incidente de inejecución de 
sentencia quede sin materia, pues ello haría nugatorio lo dispuesto en el artículo 195 de la Ley de 
Amparo, el cual señala que cuando el cumplimiento es extemporáneo e injustificado no se debe eximir 
de responsabilidad a la autoridad responsable. Por tanto, cuando durante el trámite del incidente el 
Juez de Distrito informa que se cumplió la ejecutoria, aunque no haya causado estado ese 
pronunciamiento, lo que procede es examinar si existen elementos para continuar con la tramitación 
del incidente que podría culminar con la separación del cargo y, eventualmente, con la consignación 
ante el Juez penal, es decir, deberá analizarse si la actuación de las autoridades responsables o 
vinculadas al cumplimiento constituye un actuar evasivo o si han efectuado procedimientos ilegales 
dilatorios que retarden la observancia del fallo protector, a fin de verificar si el cumplimiento se llevó a 
cabo dentro de los plazos establecidos para tal efecto en la Ley de Amparo, o bien, si existió alguna 
causa de justificación para el cumplimiento extemporáneo, debiendo también valorarse las multas que, 
en su caso, hayan sido impuestas en el procedimiento de ejecución pues, atendiendo a las 
circunstancias del caso, podrán dejarse sin efectos. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020793  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: III.6o.A.13 A (10a.)  
 
IMPUGNACIÓN DE LOS ACTOS EMITIDOS POR LA AUTORIDAD TRIBUTARIA. REGLA PARA 
DETERMINAR LA VÍA CORRESPONDIENTE RESPECTO DE LOS CONEXOS (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 125 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN). 

 
El artículo 125 del Código Fiscal de la Federación tiene una estructura condicional e imperativa, pues 
al actualizarse alguno de los supuestos de impugnación de los actos emitidos por la autoridad 
tributaria, vincula al particular a continuar por la vía elegida hasta su conclusión, al tener la función de 
generar seguridad jurídica respecto del medio a través del cual aquél presentará su defensa, con la 
finalidad de evitar resoluciones contradictorias. Así, de la primera parte del párrafo primero del numeral 
mencionado se advierte que el legislador estableció la opción de controvertir el acto a través del 
recurso de revocación o del juicio de nulidad, mientras que la segunda parte de la misma porción 
normativa alude al deber de intentar la misma vía elegida en un primer momento para impugnar otro 
acto, cuando éste sea antecedente o consecuente de otro; es decir, debe atenderse a la relación de 
causalidad entre éstos, de manera que uno tenga incidencia sobre otro; además, el vínculo establecido 
como antecedente o consecuente evita que se emitan resoluciones contradictorias, al ser la misma 
autoridad quien conoce de ambos actos y, una vez definida la conexión, cobrará aplicación la regla de 
conminar al particular a impugnar el acto conexo en la misma vía intentada respecto del otro, la cual se 
actualiza, independientemente de otras hipótesis por las cuales procede el recurso de revocación, 
siempre y cuando el acto sea definitivo. En la tercera parte del párrafo primero indicado se alude a una 
etapa de impugnación cuando el acto constituya una resolución dictada en cumplimiento a lo resuelto 
en un recurso; es decir, ya hubo un acto, éste se controvirtió en sede administrativa y se obtuvo una 
resolución, hipótesis en la cual se emitirá otro acto para atender lo decidido en el recurso, lo cual 
implica que el particular deberá impugnarlo por una sola vez, por la misma vía (revocación), al tener 
por efecto dejar las cosas como se encontraban antes de la primera impugnación. Por su parte, el 
párrafo segundo del precepto analizado se refiere a una hipótesis distinta en cuanto a los elementos 
que la configuran y otorga continuidad al acápite anterior, pues señala que cuando la resolución 
dictada en el recurso de revocación se hubiese impugnado en el juicio de nulidad, el nuevo acto 
deberá controvertirse ante la Sala Regional que conozca de esa instancia jurisdiccional; es decir, si el 
particular, en un primer momento, optó por defenderse en sede jurisdiccional, al emitirse otro acto 
conexo, deberá acudir ante la misma autoridad que conoció del anterior, en aras de evitar resoluciones 
contradictorias. Por tanto, atento a la estructura, función y finalidad de la norma descrita, la obligación 
de intentar la misma vía de impugnación contra un acto conexo, se actualiza en función de la que eligió 
el particular respecto del acto en relación con el cual se dio la conexión y atiende a la sede en la que 
se encuentre la controversia. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020792  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: III.6o.A.14 A (10a.)  
 
IMPUGNACIÓN DE LOS ACTOS EMITIDOS POR LA AUTORIDAD TRIBUTARIA. CUANDO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVOCACIÓN SE PROMUEVE EL JUICIO DE 
NULIDAD, EL NUEVO ACTO CONEXO DEBE CONTROVERTIRSE TAMBIÉN ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 125 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN). 
 

De conformidad con el artículo 125, segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, si un acto 
emitido por la autoridad tributaria se impugna mediante el recurso de revocación, en el cual se emite 
resolución y ésta se controvierte en el juicio de nulidad, entonces, el nuevo acto conexo debe 
impugnarse también ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Lo anterior es así, porque la 
promoción del primer juicio evidencia la voluntad expresa del gobernado de controvertir ese acto en 
sede contencioso administrativa; de ahí que una vez ejercida esa opción, aquél quedó vinculado a 
continuar en esa vía, lo cual evita el dictado de resoluciones contradictorias y genera seguridad 
jurídica, porque fue el propio particular quien decidió acudir al juicio de nulidad, lo que implica que 
conoce plenamente el derrotero a seguir para controvertir el acto conexo; esto es, si bien el primer acto 
se impugnó en revocación, lo cierto es que, al continuar la impugnación en sede jurisdiccional, en ese 
momento se sujetó a esta vía, por ende, el nuevo acto ya no era impugnable ante la autoridad fiscal. 
No considerarlo así produciría el efecto que pretendió evitar el legislador, que es impedir que 
autoridades diferentes conozcan de actos conexos, pues ello genera incertidumbre jurídica, por 
incrementar la posibilidad real de emitir resoluciones contradictorias, pues el análisis del caso sería 
dilucidado ante entidades diferentes. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020790  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: XXX.4o.1 K (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL AMPARO POR CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. SI SE 
ACTUALIZA PORQUE EN LA MISMA SESIÓN EN QUE SE DECRETÓ, SE RESOLVIÓ UN JUICIO 
DE AMPARO RELACIONADO, EN EL QUE SE ANALIZÓ EL FONDO DEL ASUNTO, Y RESOLVIÓ 
LA MISMA LITIS CONSTITUCIONAL, ES INNECESARIO DAR LA VISTA A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 
Cuando se actualice la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de 
Amparo, relativa a la cesación de efectos del acto reclamado, derivada de que se ordenó a la autoridad 
responsable dejar insubsistente la sentencia combatida y emitir una nueva resolución, con motivo del 
cumplimiento de una diversa ejecutoria de amparo, y en la misma sesión se resuelve un juicio de 
amparo relacionado, en el que se analizó el fondo del asunto y resolvió la misma litis constitucional 
integralmente, es innecesario dar la vista a que se refiere el párrafo segundo del artículo 64 de la Ley 
de Amparo, en virtud de que el quejoso no quedó inaudito al instar la acción constitucional contra la 
nueva determinación, donde se resolvió la litis en cuanto al fondo del asunto. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020789  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de octubre de 2019 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. LXXXVIII/2019 (10a.)  
 
FILIACIÓN DE UN MENOR DE EDAD NACIDO BAJO LA TÉCNICA DE MATERNIDAD 
SUBROGADA. ES DEBER DEL JUEZ ESTABLECERLA, AUN ANTE LA AUSENCIA DE 
REGULACIÓN ESPECÍFICA. 
 

La ausencia de regulación expresa o específica sobre cómo establecer la filiación de los hijos nacidos 
mediante el uso de técnicas de reproducción asistida, y particularmente de la llamada maternidad 
subrogada o útero subrogado, no debe erigirse en impedimento para que el Juez se pronuncie al 
respecto, no sólo porque el silencio de la ley no lo autoriza a dejar de resolver alguna controversia, 
sino porque en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el goce y el ejercicio de los derechos humanos de las personas no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece y asimismo, todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, entre los cuales se encuentra el derecho a la identidad de los 
menores de edad y la necesidad de atender a su interés superior. En ese sentido, ante la realidad 
fáctica de un niño o una niña nacido bajo esta técnica, su derecho a la identidad y la protección a su 
interés superior exigen determinar la filiación que les corresponde, ya que tienen derecho a contar con 
todos los derechos derivados de la filiación, como los alimentarios y sucesorios, así como a recibir 
cuidados, educación, afecto y todo lo necesario para su adecuado desarrollo. Al respecto, debe 
determinarse si entre las reglas aplicables en materia de filiación y registro de nacimiento hay algunas 
que permitan atribuir la filiación, como lo serían la presunción de paternidad o el reconocimiento de 
hijos. Asimismo, debe tenerse presente que la demostración de un vínculo biológico no es un requis ito 
indispensable para establecer la filiación sobre un hijo, como sucede en la aplicación de las técnicas 
de reproducción asistida, en las que opera al respecto la voluntad para concebirlo o voluntad 
procreacional y en el caso de la maternidad subrogada, es necesaria también la concurrencia de la 
voluntad libre de vicios de la madre gestante, y sobre la base de que dicha mujer debe ser mayor de 
edad y con plena capacidad de ejercicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020787  
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FACILITADOR EN LA SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA PENAL. DADA SU 
NATURALEZA Y FUNCIONES, EN TÉRMINOS DE LA LEY NACIONAL DE MECANISMOS 
ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA PENAL, DEBE 
CONSIDERARSE COMO TRABAJADOR DE CONFIANZA. 
 

De acuerdo con el artículo 5o., fracción II, inciso a), de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, y con los diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para considerar 
que un trabajador es de confianza no basta que en el nombramiento aparezca que es de esa 
naturaleza, sino que debe acreditarse que las funciones desempeñadas efectivamente sean de 
dirección, como consecuencia del ejercicio de sus atribuciones legales, que de manera permanente y 
general le confieren la representatividad e implican poder de decisión en el ejercicio de sus funciones. 
Por ello, el facilitador, conforme al artículo 3, fracción V, de la Ley Nacional de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal (en el marco del sistema acusatorio), es el 
profesional certificado del órgano correspondiente, cuya función de "facilitar" la participación de los 
intervinientes en los mecanismos alternativos de solución de controversias, y sus obligaciones son, 
entre otras, conforme al artículo 51 de la ley aludida, las de cumplir con la certificación en los términos 
de las disposiciones aplicables en la citada ley; vigilar que en los referidos mecanismos no se afecten 
derechos de terceros, intereses de menores, incapaces, disposiciones de orden público o interés 
social, así como mantener la confidencialidad de la información a la que tengan acceso en el ejercicio 
de su función. En consecuencia, ese tipo de trabajadores deben considerarse como de confianza, 
pues la naturaleza de sus funciones implica la representación de la institución (federal o local) en la 
que laboran, a fin de que ésta alcance los objetivos relativos a la conciliación entre las partes en los 
procedimientos penales, a la luz del nuevo modelo de justicia. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Tesis: 1a. LXXXIX/2019 (10a.)  
 
EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA NORMA QUE PREVÉ QUE LOS MEDIOS DE PRUEBA 
PROVENIENTES DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN CONSTITUYEN PRUEBA LEGALMENTE 
PRECONSTITUIDA ES INCONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
 

Esta Primera Sala ha señalado que el procedimiento de extinción de dominio es relativamente 
autónomo de la materia penal, en razón de que el legislador partió de la base de que se ejercería 
paralelamente a la acción penal. En ese sentido, la Ley de Extinción de Dominio del Estado de México 
no es ajena a esta autonomía relativa que existe entre la materia penal y el procedimiento de privación 
del derecho de propiedad, pues reconoce en su artículo 3 la aplicación supletoria del Código Nacional 
de Procedimientos Penales únicamente para las etapas de la investigación penal, la preparación del 
ejercicio de la acción de extinción de dominio, las reglas para el establecimiento del hecho ilícito y en 
las formalidades de las audiencias. En estas condiciones, el artículo 45, párrafo tercero, de la ley en 
mención que regula la etapa de depuración procesal y admisión de las pruebas dentro de la audiencia 
inicial del procedimiento relativo, al establecer que los medios de prueba provenientes de la carpeta de 
investigación serán prueba legalmente pre constituida, con valor probatorio pleno y no requerirá de su 
repetición para su valoración al momento de dictarse la sentencia correspondiente, salvo el derecho de 
las partes de objetarla o redargüirla de falsa en la audiencia inicial, bastando para su desahogo su 
incorporación con explicación sintética en la audiencia, resulta contrario a los artículos 14, párrafo 
segundo, y 16, párrafo primero, en relación con el 22, analizado de forma conjunta con los artículos 20 
y 133, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esto, porque la calificativa 
de "prueba preconstituida" que el legislador impuso a los "medios de prueba provenientes de la 
carpeta de investigación" es inadecuada, ya que sólo contiene los antecedentes de investigación y 
otros elementos que se incorporan como datos de prueba que no necesariamente han sido 
desahogados ante el órgano jurisdiccional penal, lo cual trae como consecuencia lógica que no podrán 
constituir prueba plena para efectos de la acción de extinción de dominio. Así, sólo tendrán carácter de 
prueba aquellos datos que el juez –de manera excepcional– tuvo a la vista y debió considerar para 
resolver determinada controversia o situación jurídica del imputado en el proceso penal o los  que, en 
su caso, se hayan constituido como prueba anticipada. Además, aun en el supuesto de excepción, se 
cumple con el mandato constitucional, en virtud de que el juzgador apreciará las pruebas como fueron 
debatidas ante el juez de control, en atención a los principios de contradicción e inmediación 
reconocidos en el artículo 20 de la Constitución Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DERECHO A LA REPRODUCCIÓN ASISTIDA. LO TIENEN LAS PAREJAS DE MATRIMONIOS 
HOMOSEXUALES. 

 
De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 14, numeral 1, apartado b, del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", y en atención a la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, debe reconocerse el derecho de las parejas de matrimonios 
homosexuales para convertirse en padres o madres mediante el acceso a los adelantos de la ciencia 
en materia de reproducción asistida. Lo anterior es así porque el concepto de familia cuya protección 
ordena la Constitución no se identifica ni limita a un solo tipo de familia, sino a ésta entendida como 
realidad social, por lo que la tutela se extiende a todas sus formas y manifestaciones, entre ellas, las 
formadas por matrimonios homosexuales. Además, porque la decisión de las personas para ser padre 
o madre en el sentido genético o biológico, corresponde al ámbito del derecho a la vida privada y a la 
familia, en la que no debe haber injerencias arbitrarias por parte del Estado, lo cual se relaciona con la 
autonomía reproductiva y el acceso a los beneficios del progreso científico y tecnológico, que implica el 
derecho a ser informados y a tener libre elección y acceso a métodos para regular la fecundidad, que 
sean seguros, eficaces, de fácil acceso y aceptables. Y como ese derecho se entiende dado a toda 
persona, sin distinción en cuanto preferencia sexual, no sólo les asiste a los matrimonios 
heterosexuales con problemas de infertilidad, sino también a los matrimonios homosexuales, en los 
que se presenta una situación similar, ante la circunstancia de que en su unión sexual no existe la 
posibilidad de la concepción de un nuevo ser, entendida como la fecundación del óvulo (gameto 
femenino) por el espermatozoide (gameto masculino). 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DEMANDA LABORAL. SI ES OSCURA, IRREGULAR U OMISA, LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL, DESDE EL PRIMER PROVEÍDO, DEBE PREVENIR AL ACTOR PARA QUE LA 
CORRIJA O ACLARE Y, DE NO CUMPLIR, REITERAR LA PREVENCIÓN, PREVIO A SU 
RATIFICACIÓN, EN LA ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES DE LA AUDIENCIA DE LEY. 

 
La autoridad jurisdiccional laboral, en acatamiento al principio de tutela procesal, debe prevenir al 
trabajador o, en su caso, a sus beneficiarios, para que corrijan, aclaren o regularicen su demanda 
cuando sea oscura, irregular u omisa, si no comprende todas las prestaciones que deriven de la acción 
intentada, en términos de los artículos 685, párrafo segundo, y 873, último párrafo, de la Ley Federal 
del Trabajo; y cuando aquéllos no lo hagan en el término legal de tres días que establece el último de 
los citados preceptos, la autoridad tiene la ineludible obligación de prevenirlos, nuevamente, en la 
etapa de demanda y excepciones de la audiencia de ley, con fundamento en el artículo 878, fracción II, 
de la ley referida, para que subsanen en ese momento las deficiencias que se hubiesen indicado. En 
este contexto, si el órgano jurisdiccional omite proceder de esa forma, transgrede las normas que rigen 
el procedimiento laboral en perjuicio de la parte actora, quien no tendría oportunidad de subsanar los 
requisitos faltantes en su demanda; de ahí la trascendencia de esta inobservancia procesal al sentido 
del laudo, en atención a que la reiteración de la prevención es obligatoria para que aquélla subsane las 
irregularidades y omisiones a más tardar en la etapa de demanda y excepciones de la audiencia de 
ley, y previo a su ratificación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DEMANDA DE AMPARO INTERPUESTA CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE TRASLADAR A 
UN PROCESADO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO EMITIDA DENTRO DE UN 
PROCEDIMIENTO JUDICIAL. AUN CUANDO ESA DETERMINACIÓN AFECTA INDIRECTAMENTE 
SU LIBERTAD PERSONAL EL PLAZO PARA PRESENTARLA DEBE SUJETARSE AL GENÉRICO 
DE QUINCE DÍAS. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la libertad personal 
puede verse afectada indirectamente con actos que determinen la permanencia del gobernado en su 
situación de privación de libertad o modifique las condiciones en que ésta debe ejecutarse. Luego, 
cuando un procesado solicita su traslado a un centro de reclusión distinto de aquel en que se 
encuentra, y éste es negado por la autoridad judicial competente, tal negativa, aun cuando afecta 
indirectamente su libertad personal, por obligarlo a mantenerse en ese lugar, al provenir de un 
procedimiento judicial, el plazo para presentar la demanda de amparo en su contra debe sujetarse al 
genérico de quince días, previsto en el primer párrafo del artículo 17 de la Ley de Amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. EN EL ESCRITO ACLARATORIO SÓLO ES EXIGIBLE QUE 
SE CONTENGA LA EXPRESIÓN "BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD", CUANDO LA 
PREVENCIÓN TENGA RELACIÓN CON LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 108, FRACCIONES II Y 
V, DE LA LEY DE LA MATERIA Y NO CUANDO HAYA QUE PRECISAR LOS ACTOS 
RECLAMADOS. 

 
De la interpretación armónica de los artículos 108 y 114 de la Ley de Amparo, se concluye que en la 
demanda de amparo indirecto sólo es exigible que el escrito aclaratorio contenga la expresión "bajo 
protesta de decir verdad", cuando tenga relación con los supuestos de las fracciones II y V del primero 
de los numerales mencionados, esto es, cuando se afirme desconocer el nombre y domicilio del 
tercero interesado o el quejoso haga mención de los hechos o abstenciones que constituyan los 
antecedentes del acto reclamado o que sirvan de fundamento a los conceptos de violación; de ahí que 
resulte ilegal que en una prevención que tenga que ver con la precisión de los actos reclamados, se 
exija dicha expresión y, ante su incumplimiento, el Juez de Distrito tenga por no presentada la 
demanda de amparo indirecto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN POR SEPARACIÓN. DEBE INAPLICARSE AUN CUANDO SE HAYA 
PREVISTO EN ALGÚN CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, PREVIO A LA REFORMA DEL 30 
DE NOVIEMBRE DE 2012, EN LA QUE SE SUPRIMIÓ EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
395 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO QUE LA PREVEÍA. 
 

La denominada "cláusula de exclusión por separación", consistente en la autorización para que el 
patrón, sin responsabilidad, concluya la relación laboral con el empleado al indicárselo así el sindicato 
titular del contrato colectivo de trabajo, cuando sea separado del mismo, por renuncia o expulsión, fue 
materia de análisis por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 
aislada 2a. LIX/2001, de rubro: "CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN POR SEPARACIÓN. LOS ARTÍCULOS 
395 Y 413 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO QUE AUTORIZAN, RESPECTIVAMENTE, SU 
INCORPORACIÓN EN LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO Y EN LOS CONTRATOS-
LEY, SON VIOLATORIOS DE LOS ARTÍCULOS 5o., 9o. Y 123, APARTADO A, FRACCIÓN XVI, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." y a partir de este criterio jurídico que se recogió en la exposición de 
motivos que dio lugar al Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 
2012, se derogó el párrafo segundo del artículo 395 de la Ley Federal del Trabajo, que permitía 
celebrar ese tipo de convenciones, porque resultaba violatorio de la fracción XVI, apartado A del 
artículo 123 constitucional y de los diversos 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, al 
Convenio 87 de la Organización Internacional de Trabajo sobre la Libertad Sindical y la Protección del 
Derecho Sindical y al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador"; considerando que se parte de la premisa de que 
una persona sólo puede ser privada de su trabajo por resolución judicial, cuando se afecten derechos 
de terceros, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que señale la ley, cuando se 
ofendan derechos de la sociedad, que son supuestos diversos a la privación del trabajo por aplicación 
de la cláusula de exclusión por separación, aunado a que vulnera los principios de libertad sindical y 
de asociación, conforme a los cuales la persona tiene libre albedrío para permanecer en la asociación 
o sindicato, o bien, renunciar a ellos, sin que esta decisión pueda afectar su derecho de estabilidad en 
el empleo. De ahí que en el derecho mexicano está prohibido celebrar contratos colectivos de trabajo 
que contengan la cláusula de exclusión por separación; sin que el hecho de que dicha cláusula se 
hubiese convenido previamente a la reforma legal citada, sea obstáculo para considerarlo así, pues su 
aplicación a un trabajador con posterioridad a esa reforma, transgrede el principio de legalidad, porque 
aun cuando se haya pactado previamente, conforme al texto de la ley entonces vigente, al acontecer la 
reforma, ipso jure, la cláusula debe estimarse violatoria de las libertades de trabajo, de asociación y 
sindical, de modo que si la cláusula es ilegal, no debe aplicarse, aunque el contrato colectivo de 
trabajo esté vigente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA LA OMISIÓN DE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DE EMPLAZAR A LA DEMANDADA EN EL JUICIO LABORAL. 
CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA, 
AL TRATARSE DE UN ACTO QUE CARECE DE EJECUCIÓN MATERIAL. 

 
De acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 17/2014 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA 
CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA ACTOS QUE NO 
REQUIERAN DE EJECUCIÓN MATERIAL. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA 
JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA RELATIVA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 37, 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el párrafo tercero del artículo 
37 de la Ley de Amparo, debe aplicarse textualmente, esto es, sin emplear algún método de 
interpretación para desentrañar su sentido y alcance, pues consideró que la intención del legislador fue 
establecer llanamente que si los actos carecen de ejecución material, el Juez competente para 
resolver el juicio de amparo es aquel en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda. En este 
sentido, cuando el acto reclamado consista en la omisión de la autoridad responsable de emplazar a la 
parte demandada en un juicio laboral, lo primero que debe determinarse es si dicho acto tiene o no 
ejecución material, y si al analizar su naturaleza se concluye que se trata de una abstención, en tanto 
que sus efectos no trascienden al mundo fáctico, es decir, no modifican el estado de las cosas en la 
esfera física, sino sólo en el ámbito formal, pues únicamente se traduce en una omisión simple, que 
carece de efectos positivos, al margen de que conlleve que mientras la autoridad responsable persista 
en la abstención impugnada, el quejoso continúe resintiendo una afectación en su derecho de acceso 
pleno y eficaz a la justicia, ya que con independencia del sentido del actuar que pudiera llevar a cabo 
el Juez, la materia del juicio de amparo es su omisión, no así los actos que pudiera desplegar dicha 
autoridad responsable; de ahí que si el acto omisivo no tiene ejecución material, ni efectos positivos, el 
Juez de Distrito que debe conocer del amparo es aquel en cuya jurisdicción se presentó la demanda. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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APELACIÓN. DEBE TENERSE POR OPORTUNAMENTE INTERPUESTO EL RECURSO, CUANDO 
POR ERROR, SE PRESENTA ANTE UN ÓRGANO DISTINTO AL DEL CONOCIMIENTO Y SE 
INVOLUCRAN DERECHOS FUNDAMENTALES DE PERSONAS MENORES DE EDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 

El artículo 437 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco establece que el recurso de 
apelación se interpondrá por conducto de la autoridad resolutora, por lo que, de no presentarlo dentro 
del plazo legal se declarará inadmisible. Sin embargo, cuando se involucren derechos de personas 
menores de edad –con relación a la guarda, custodia, convivencia, patria potestad y alimentos, por 
citar algunos–, dada su condición de vulnerabilidad y de sujetos de especial protección, deben 
adoptarse las medidas necesarias y evaluar, bajo el principio de interés superior de la infancia, las 
repercusiones de esa decisión en los niños, ya que tal declaratoria implicará privarlos de la 
oportunidad de un recurso idóneo –presentado oportunamente, pero ante diversa autoridad–, donde se 
revisen las consideraciones ligadas al goce de su pleno desarrollo, dentro de un ambiente de bienestar 
familiar y social, pues no debe soslayarse que la materia de la apelación lleva implícito determinar si lo 
resuelto en el fallo de primer grado es lo más benéfico a la situación de dichos menores. Por tanto, es 
de vital importancia no privarles de la oportunidad de que el tribunal de alzada revise la legalidad de la 
resolución recurrida. Lo anterior, al anteponer el interés superior del menor y hacer prevalecer la 
verdad jurídica de sus derechos, frente a la eventual privación de un medio de defensa, por la 
equívoca presentación del recurso ante juzgado distinto al que correspondía, ya que el ejercicio de 
ponderación de dichas prerrogativas, la seguridad y el bienestar de las personas menores de edad, 
están por encima de tal errónea situación fáctica. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
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AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA LA 
INTERLOCUTORIA QUE DECLARÓ PROCEDENTE EL INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA 
QUE CALZA EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA. 

 
De acuerdo con los artículos 107, fracción III, de la Constitución Federal y, 107, fracción V y 170, 
fracción I, de la Ley de Amparo, cuando se trate de violaciones cometidas dentro de un procedimiento, 
por regla general, es procedente el amparo directo, siempre que tales violaciones afecten las defensas 
del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo y, como excepción, procede el amparo indirecto ante 
el Juez de Distrito, cuando los actos en el juicio tengan una ejecución de imposible reparación, o sea, 
cuando afecten de manera cierta e inmediata algún derecho sustantivo protegido por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea Parte, de modo tal que esa afectación no sea susceptible de repararse con el hecho de 
obtener una sentencia favorable en el juicio, por haberse consumado la violación del derecho de que 
se trate. Por tanto, no pueden considerarse como actos de imposible reparación aquellos que tengan 
como consecuencia una afectación a derechos de naturaleza adjetiva o procesal, pues los efectos de 
este tipo de violaciones son meramente formales y desaparecen si el afectado obtiene una sentencia 
favorable. En consecuencia, la resolución que confirma la interlocutoria en la que se declaró 
procedente el incidente de falsedad de firma que calza el escrito de contestación a la demanda, sólo 
implica la infracción de derechos adjetivos que producen únicamente efectos intraprocesales, los 
cuales pueden ser reparados si se obtiene sentencia favorable a los intereses de la parte demandada. 
Lo anterior es así, pues aun cuando la declaración de falsedad de firma tiene como efecto inmediato 
tener por confesados los hechos que no hayan sido contestados y la imposibilidad de ofrecer pruebas 
justificativas de las excepciones y defensas, no implica necesariamente una sentencia condenatoria, 
ya que el Juez como cualquier otro tribunal, tiene la obligación de analizar la procedencia de la acción 
y determinar si se actualizaron o no sus elementos. En tales condiciones, la resolución que confirma la 
interlocutoria que declaró procedente el incidente de falsedad de firma, constituye una violación 
procesal reclamable en amparo directo, hasta que se dicte una sentencia adversa a los intereses de la 
parte demandada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS POR PARTE DE LOS ASCENDIENTES, 
DESCENDIENTES, HERMANOS Y DEMÁS PARIENTES COLATERALES DENTRO DEL CUARTO 
GRADO ES DE TIPO CONDICIONAL Y SUSPENSIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). 

 
Los artículos 234, 235 y 236 del Código Civil para el Estado de Veracruz establecen una prelación 
jurídica entre los deudores alimentistas, de manera que la obligación de proporcionar alimentos entre 
los diversos deudores no se actualiza de forma simultánea, sino sucesiva. Esto es , jurídicamente no 
puede exigirse el pago de alimentos al resto de los sujetos obligados, si aún viven o no se encuentran 
imposibilitados a quienes corresponde ministrarlos en primer orden, ello en atención a la proximidad 
del parentesco. Así es, atendiendo a la redacción de dichos normativos, quienes primero tienen la 
obligación de dar alimentos a una persona, son los padres y solamente en el caso de que ellos falten o 
estén imposibilitados para suministrarlos, la obligación pasa legalmente a los ascendientes del deudor 
alimentista, y también sólo en la hipótesis de que tales ascendientes, por ambas líneas, falten o estén 
imposibilitados para dar alimentos, la obligación recaerá en los hermanos; y faltando todos los 
parientes mencionados, ésta corresponde a los parientes colaterales dentro del cuarto grado. Además, 
la obligación de proporcionar alimentos por parte del resto de los sujetos obligados, en términos de los 
artículos 1871 y 1872 del propio código, es de tipo condicional y suspensivo, pues para que surja a la 
vida jurídica es necesario la falta o imposibilidad de los parientes más próximos a quienes 
corresponde, en primer lugar, el cumplimiento de dicha obligación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS ES DE ORDEN SOCIAL, MORAL Y 
JURÍDICO. 

 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que, en principio, la obligación de dar 
alimentos tiene su origen en un deber de carácter ético o moral, el cual, con posterioridad fue acogido 
por el derecho y se eleva a la categoría de una obligación jurídica provista de sanción. En efecto, la 
obligación de ministrar alimentos, descansa en la obligación de carácter ético de proporcionar socorro 
en la medida de encontrarse posibilitado para ello a quienes formando parte del grupo familiar lo 
necesitan. En tal virtud, respecto a los alimentos, el derecho ha reforzado ese deber de ayuda mutua 
entre los miembros del grupo familiar, imponiendo una sanción jurídica (coacción) a la falta de 
cumplimiento de tal deber. Por tanto, la regla moral se transforma en precepto jurídico: la ayuda 
recíproca entre los miembros del núcleo social primario, que es la familia. Así, la obligación de 
proporcionar alimentos presenta tres órdenes: social, moral y jurídico. Es social, porque la subsistencia 
de los individuos del grupo familiar, interesa a la sociedad misma, y puesto que la familia forma el 
núcleo social primario, es a sus miembros a quienes corresponde, en primer lugar, velar porque los 
parientes próximos no carezcan de lo necesario para subsistir. Es moral, porque de los lazos de 
sangre derivan vínculos de afecto que impiden a quienes por ello están ligados, abandonar en el 
desamparo a los parientes que necesitan ayuda y socorro, a fin de no dejarlos perecer por abandono. 
Y, finalmente, es de orden jurídico, porque incumbe al derecho hacer coercible su cumplimiento, pues 
el interés público (el interés social) demanda que la observancia de ese deber se halle garantizado de 
tal forma, que el acreedor que necesita alimentos pueda recurrir en caso necesario al poder del Estado 
para que realice la finalidad y se satisfaga el interés del grupo social en la manera que el derecho 
establece. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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ALIMENTOS. CUANDO UNA PERSONA RESPECTO DE LA CUAL NO SE HA ACTUALIZADO LA 
OBLIGACIÓN DE DARLOS A UN FAMILIAR, Y ASUME DE FORMA ESPONTÁNEA O MEDIANTE 
CONVENIO DICHA CARGA, SE TRATA DE UN COMPROMISO MORAL O ÉTICO NO EXIGIBLE 
JUDICIALMENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 
Los artículos 234, 235 y 236 del Código Civil para el Estado de Veracruz establecen un orden de 
prelación sucesiva de sujetos a quienes corresponde la obligación de ministrar alimentos. En efecto, 
primero, a quienes corresponde ministrar alimentos a los hijos, en ejercicio de la patria potestad, es a 
sus progenitores. Por tanto, sólo ante su falta o imposibilidad para hacerlo, en atención al principio de 
solidaridad, en forma subsidiaria, se actualiza y es jurídicamente exigible la obligación de los 
ascendientes –abuelos y bisabuelos– y así sucesivamente, respecto a los demás sujetos que pudiesen 
ser deudores –descendientes, hermanos y parientes colaterales dentro del cuarto grado–. En tales 
condiciones, cuando una persona respecto de la cual no se ha actualizado la obligación de dar 
alimentos, y asume de forma espontánea o mediante convenio la carga de proporcionar alimentos a un 
familiar, al no serle aún jurídicamente exigible por existir un familiar más próximo –como pudieran ser 
los progenitores– que tenga la posibilidad para ministrarlos; lo que en realidad está asumiendo no es 
un compromiso de carácter jurídico, sino uno moral o ético, derivado del vínculo consanguíneo o de 
afecto que le impide abandonar en el desamparo a un familiar que necesita ayuda. Por tanto, su pago 
o cumplimiento no es coactivamente exigible, sino que queda sometido a la espontaneidad de la 
voluntad y posibilidades del obligado moralmente. Ello es así, porque a diferencia de las obligaciones 
de tipo jurídico, los compromisos de carácter moral o ético se asumen de forma unilateral en el fuero 
interno del individuo; además, estos últimos, por su propia naturaleza son incoercibles, por lo que su 
cumplimiento es espontáneo; de ahí que su incumplimiento no genere sanción alguna. Conforme a lo 
anterior, cuando una persona no obligada a ministrar alimentos a un familiar, judicial o 
extrajudicialmente, celebra un convenio en que asume espontáneamente dicha carga, si bien se rige 
por el principio de autonomía de la libertad contractual, lo cierto es que éste no opera en estricto rigor, 
pues atendiendo a que tiene su origen en una causa de carácter moral o ético y a las características 
de este tipo de obligaciones, el incumplimiento de la obligación asumida unilateralmente es incoercible, 
carente de sanción y, por ende, no es exigible judicialmente. Así es, atendiendo a que la causa del 
convenio es un compromiso de tipo moral o ético, aun cuando dicho acto jurídico pudiera reunir los 
requisitos para su existencia –consentimiento y objeto–, así como su validez –ausencia de vicios en el 
consentimiento y forma legal– no genera una obligación jurídica perfecta, sino natural, la cual no 
confiere al acreedor derecho para exigir su cumplimiento, pero una vez cumplida espontáneamente por 
el obligado, autoriza al acreedor para retener lo recibido en pago y la cual no es coercible; por tanto, 
dicho convenio no es eficaz para pedir judicialmente su cumplimiento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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